
Número Identificador 

 
              SEN2024__________ 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL II 
 

 
YAMILLE RAMÍREZ MATOS 

 

Recurrida 
 

v. 

 
JOSÉ L. ORTEGA NUÑEZ 

 
Peticionario 

 

 
 
 

 
KLCE202400663 

 
Certiorari 
procedente del 

Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 
Caguas 

 
Caso Núm.  

CG2022CV04204 
 
Sobre:  
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Tránsito 

 

Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, el Juez 
Adames Soto y la Juez Aldebol Mora 

 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

I. 

El 21 de diciembre de 2022, la Sra. Yamille Ramírez Matos 

instó Demanda contra el Sr. José Ortega Núñez sobre daños y 

perjuicios. Según las alegaciones de dicha Demanda, mientras la 

señora Ramírez Matos conducía su vehículo fue impactada por el 

vehículo del señor Ortega Núñez, quien conducía bajo los efectos de 

bebidas embriagantes. La señora Ramírez Matos solicitó la cantidad 

de cuarenta y cinco mil dólares ($45,000.00), más el interés legal, 

gastos y una suma razonable de honorarios de abogado por una 

cantidad no menor de cinco mil dólares ($5,000.00).  

Puesto bajo arresto y transportado al cuartel de la policía en 

Cayey, al señor Ortega Núñez se le realizó la prueba de alcohol 

correspondiente, arrojando .190% de alcohol en la sangre. Por su 

parte, la señora Ramírez Matos fue transportada el Hospital 

Menonita de Cayey para atender los fuertes dolores y traumas 

sufridos a consecuencia del accidente.  

En su Contestación a la Demanda, el señor Ortega Núñez 

planteó, entre sus defensas afirmativas, que la señora Ramírez 
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Matos no ha probado que cumplió con el requisito de notificar a la 

Administración de Compensaciones por Accidentes de Automóviles 

(ACAA) copia de la Demanda, ni que la ACAA hubiera emitido una 

resolución firme y ejecutoria, según establece el Art. 7 A (4-C) de la 

Ley Núm. 111-2020.1 

Posteriormente, el 17 de noviembre de 2023, el señor Ortega 

Núñez presentó una Moción de Desestimación Sin Perjuicio de la 

Demanda Enmendada por Prematura. Alegó que, de conformidad con 

la Ley. Núm. 111-2020, la señora Ramírez Matos estaba impedida 

de presentar una causa de acción en su contra hasta tanto la ACAA 

emitiera una resolución determinando si iba a subrogarse en los 

derechos de la lesionada o sus beneficiarios para presentar una 

causa de acción por daños y perjuicios en contra del tercero 

responsable. Esbozó que, hasta tanto la señora Ramírez Matos no 

presentara la referida resolución, procedía desestimar la acción por 

presentarse prematuramente. 

El 13 de marzo de 2024, el Tribunal declaró la moción No Ha 

Lugar. Posteriormente, el 19 de marzo de 2024, Ortega Núñez 

presentó una Moción de Reconsideración. El 14 de mayo de 2024, el 

Tribunal declaró No Ha Lugar la moción de reconsideración. Ese 

mismo día, Ortega Núñez presentó una Moción Sobre Paralización de 

los Procedimientos Conforme el Caso de Wilmarie Díaz Hernández y 

Otros VS MAPFRE y Otros, 2024 TSPR 46. Solicitó la paralización de 

los procedimientos hasta tanto la ACAA emitiera la resolución 

requerida por el Art. 7 (a) (4) de la Ley Núm. 11-2020.2 Esto, en 

concordancia con la reciente jurisprudencia emitida por el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico en el caso Díaz Hernández y otros, v. 

MAPFRE Praico y otros, 2024 TSPR 46, 213 DPR ___ (2024). El 10 de 

 
1 9 LPRA § 3167. 
2 Íd.  
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mayo de 2024, notificada el 14, el Tribunal declaró la moción No Ha 

Lugar.3 

Inconforme, el 14 de julio de 2024, el señor Ortega Núñez 

acudió ante nos a través del presente recurso de certiorari. Plantea:  

ERRÓ EL TPI AL INTERPRETAR QUE LA 

PARALIZACIÓN ES DISCRECIONAL EN UN CASO EN 
DAÑOS Y PERJUICIOS PRESENTADO ANTES DE QUE 
TRANSCURRA EL TÉRMINO DE NOVENTA DÍAS 

ESTABLECIDO EN LEY PARA QUE LA ACAA SE 
SUBROGUE EN LOS DERECHOS DE UN LESIONADO 
QUE RECIBIÓ LOS BENEFICIOS DE LA ACAA; 

CONTRARIO A LO ESTABLECIDO EN DIAZ 
HERNÁNDEZ V. MAPFRE PRAICO, 2024 TSPR 46, 213 

DPR __ (2024).  
 

El 17 de junio de 2024, le concedimos a la señora Ramírez 

Matos un término de veinte (20) días para fijar su posición en torno 

al recurso incoado. Procedemos a resolver sin el beneficio de su 

comparecencia durante el término concedido.  

II. 

La Ley de Protección Social por Accidentes de Automóviles, 

Ley Núm. 138 de 26 de junio de 1968, según enmendada,4 fue 

impulsada por la Asamblea Legislativa como respuesta al 

“vertiginoso incremento de accidentes que a diario ocurren en 

nuestras vías de rodaje, así como el correlativo aumento en el 

número de víctimas involucradas en ellos”.5 Además, por disposición 

de la referida ley, se creó la Administración de Compensaciones por 

Accidentes de Automóviles (ACAA) para que operara un sistema de 

seguro compulsorio que atendiera la mencionada problemática. 

A través de dicho sistema, se garantiza a las víctimas de 

accidentes vehiculares el acceso a servicios médicos y, en 

determinadas ocasiones, el derecho a una compensación por las 

lesiones sufridas.6 No obstante, en aras de atemperar el sistema de 

seguro compulsorio con los cambios que han surgido en nuestra 

 
3 Notificada el 16 de mayo de 2024.  
4 9 LPRA § 2051 et seq. (derogada 2020). 
5 Martínez v. ACAA, 157 DPR 108, 115 (2002).   
6 Íd.  
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sociedad, la Asamblea Legislativa derogó la referida legislación 

mediante la aprobación de la Ley Núm. 111-2020, Ley de Protección 

Social por Accidentes de Vehículos de Motor (Ley de ACAA).7 En esta, 

el propósito fundamental de la ley se mantuvo, a saber: “reducir los 

trágicos efectos sociales y económicos producidos por los accidentes 

de tránsito sobre los lesionados, su familia y demás dependientes”.8 

Por otra parte, la ACAA cuenta con una serie de mecanismos 

para recobrar los gastos incurridos en el cuidado de los lesionados. 

Entre estos mecanismos, se encuentran la acción de intervención, 

que se le reconoce a la ACAA desde el origen de la ley. Esta 

intervención, se encuentra expresamente establecida en la Ley de 

ACAA en su Art. 7 (B) (4) de la legislación que dispone:  

La Administración tendrá derecho a intervenir ante el 

Tribunal de Primera Instancia competente en todo caso 
en que se solicite ante los tribunales indemnización a 
base de la aplicación del principio de negligencia, por 

razón de daños o lesiones por los cuales se proveyeron 
beneficios bajo esta Ley. El lesionado o sus sucesores 
en derecho serán requeridos por el tribunal 

correspondiente para que, previa la continuación de los 
procedimientos en el caso, la parte demandante 

notifique a la Administración con copia de la demanda 
radicada, la cual incluirá en su epígrafe o en una de sus 
alegaciones el número de caso de su reclamación en la 

Administración. El incumplimiento de lo dispuesto en 
este subinciso será causa suficiente para que se 

desestime, sin perjuicio, la acción legal 
correspondiente, previo a que el Tribunal otorgue un 
término discrecional para el cumplimiento de lo aquí 

dispuesto, el que nunca será menor de treinta (30) días 
calendario.9 

Del precitado artículo se desprende que la ACAA puede 

intervenir en un pleito cuando en los daños o lesiones sufridas, 

opere el principio de negligencia. Además, el legislador impone al 

foro de instancia que le requiera a los lesionados la obligación de 

acreditar la notificación a la ACAA de la presentación de la demanda. 

En caso de incumplimiento, el foro primario podrá desestimar, sin 

 
7 9 LPRA § 3161 et seq. 
8 Exposición de Motivos de la Ley Núm. 111-2020 (2020 [parte 3] Leyes de Puerto 

Rico 2971, 2974).  
9 9 LPRA § 3167. 
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perjuicio, la acción, previo a que se le conceda a dicha parte un 

término discrecional no menor de treinta (30) días para su 

cumplimiento. De esta forma, la continuación de los procedimientos 

está supeditada a la acreditación hecha por el lesionado al tribunal 

de que notificó copia de la demanda a la ACAA.  En lo pertinente, el 

Art. 7 (A) (4) de la Ley de ACAA establece:  

La Administración tendrá la facultad de subrogarse los 
derechos que tuviere un lesionado o sus beneficiarios 
de presentar una reclamación judicial por daños y 

perjuicios contra terceros en los casos en que la 
Administración, de acuerdo con los términos de esta 

Ley, estuviere obligado de compensar a estos en 
cualquier forma. En los casos en que la lesión, 
enfermedad, incapacidad o muerte que dan derecho de 

compensación al lesionado o sus beneficiarios, de 
acuerdo con esta Ley, le hubiere provenido bajo 
circunstancias que hicieren responsables a terceros de 

tal lesión, enfermedad o muerte, el lesionado o sus 
beneficiarios podrán reclamar y obtener daños y 

perjuicios del tercero responsable de dicha lesión, 
enfermedad, incapacidad o muerte dentro del año 
subsiguiente a la fecha en que fuere firme la resolución 

del caso por la Administración, que podrá subrogarse 
en los derechos del lesionado o sus beneficiarios para 
entablar la misma acción en la siguiente forma:  

a. Cuando un lesionado, o sus beneficiarios en casos de 
muerte, tuvieren derecho a entablar acción por daños 
contra terceros, en los casos en que la Administración, 

de acuerdo con los términos de esta Ley, estuviere 
obligado a compensar en alguna forma o a proporcionar 
tratamiento, la Administración se subrogará en los 

derechos del lesionada o de sus beneficiarios, y 
podrá entablar procedimientos en contra del tercero 

en nombre del lesionado o de sus beneficiarios, 
dentro de los noventa (90) días siguientes a la fecha 
en que la decisión fuere firme y ejecutoria, y 

cualquier cantidad que como resultado de la acción, o a 
virtud de transacción judicial o extrajudicial se 

obtuviere en exceso de los gastos incurridos en el caso, 
se entregará al lesionado o a sus beneficiarios con 
derecho a la misma. El lesionado o sus beneficiarios 

serán parte en todo procedimiento que estableciere la 
Administración bajo las disposiciones de esta Ley, y 
será obligación de la Administración notificar por 

escrito al lesionado o sus beneficiarios de tal 
procedimiento dentro de los cinco (5) días laborables de 

iniciada la acción.  

b. Si la Administración dejare de entablar demanda 
contra la tercera persona responsable, según se ha 
expresado en el párrafo anterior, el lesionado o sus 

beneficiarios quedarán en libertad completa para 
entablar tal demanda en su beneficio, sin que 

vengan obligados a resarcir a la Administración por 
los gastos incurridos en el caso.  
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c. El lesionado ni sus beneficiarios podrán entablar 
demanda ni transigir ninguna causa de acción que 

tuvieren contra el tercero responsable de los daños, 
hasta después de transcurridos noventa (90) días a 

partir de la fecha en que la resolución de la 

Administración fuere firme y ejecutoria.10 

 

Por otro lado, el mecanismo de subrogación surge como uno 

de los “cambios fundamentales” incluidos en la Ley de la ACAA.11 

En cuanto a la responsabilidad imputada al tercer responsable, 

nuestro Tribunal Supremo estableció la siguiente división en cuanto 

a la subrogación en los casos de la ACAA: 1) la ACAA como la 

aseguradora; 2) el lesionado del accidente vehicular en el lugar del 

empleado; y 3) el tercero que provoca los daños del lesionado y quien 

es ajeno a la relación entre la ACAA y el lesionado.12 De esta forma, 

se establece al “tercero responsable” como la persona llamada a 

responder por los daños que el lesionado sufrió a causa del 

accidente vehicular.13 

III. 

Alega el señor Ortega Núñez que incidió el Tribunal de Primera 

Instancia al interpretar que la paralización es discrecional en un 

caso de daños y perjuicios presentado antes de que transcurra el 

término de noventa (90) días establecido en ley para que la ACAA se 

subrogue en los derechos de un lesionado que recibió los beneficios 

de la ACAA. Ello, según expone, es contrario a los establecido en la 

más reciente jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo en el caso 

Díaz Hernández y otros v. Mapfre y otros, supra. Le asiste la razón. 

Veamos por qué.  

 Conforme a la más reciente jurisprudencia de nuestro 

Tribunal Supremo, si bien es cierto que, en los casos donde una 

persona lesionada presente una causa de acción previo a finalizar el 

 
10 Íd. 
11 2020 LPR 1-3 (Expo. mts). 
12 Díaz Hernández y otros v. Mapfre y otros, 2024 TSPR 46, 213 DPR ___ (2024). 
13 Íd.  
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trámite administrativo, pero antes de que transcurran los noventa 

(90) días para que la ACAA presente la acción de subrogación, la 

desestimación de la demanda no es automática.14  La paralización 

de los procedimientos sí lo es, si no se presenta prueba que 

certifique la resolución firme y ejecutoria de la ACAA. Según el 

Tribunal Supremo, en aras de salvaguardar la economía procesal, a 

menos que la ACAA renuncie a su derecho de presentar la acción de 

subrogación antes del plazo correspondiente, procede que los 

tribunales paralicen los procedimientos hasta tanto transcurran los 

noventa (90) días dispuestos en ley.  

Contrario a lo intimado por el Tribunal de Primera Instancia, 

la paralización solicitada por Ortega Núñez era automática y no 

discrecional del Tribunal. Corresponde revocar la Resolución 

recurrida y ordenar la paralización de los procedimientos hasta 

tanto transcurran los noventa (90) días provistos por ley. 

IV. 

 Por los fundamentos que anteceden, se expide el recurso y se 

revoca la Resolución recurrida.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
14 Alvarado v. Calaiño Romero, 104 DPR 127 (1975).  


